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L a creación y constante mejora de condiciones de 
equidad en la competencia ha sido uno de los ejes 
rectores de las reformas electorales mediante las 

cuales se logró la democratización del país a finales del 
siglo XX y a principios del presente siglo.

Tras la apertura del sistema de partidos y de la represen-
tación política a la creciente pluralidad y de la reinvención 
del sistema electoral para conseguir elecciones libres y 
auténticas ―lo que supuso la creación de nuevas insti-
tuciones, nuevas reglas y nuevos procedimientos para 
inyectar confianza, transparencia y credibilidad en los 
procesos electorales―, uno de los aspectos fundamen-
tales en los que se centraron los esfuerzos reformadores 
fue el de generar condiciones mínimas de equidad entre 
los diversos partidos políticos como requisito democrático 
de los procesos electorales.

El primer ejercicio de fiscalización electoral de nuestra 
historia a cargo del entonces Instituto Federal Electoral, 
la revisión de los gastos de campaña de las elecciones 
de 1994, si bien acotado y restringido en cuanto a sus 
alcances y profundidad, sirvió para evidenciar la profunda 
desigualdad que caracterizaba a la competencia electoral 
y, por lo tanto, el problema que resultaba indispensable 
atender y resolver en el proceso de democratización de 
nuestro sistema político. En efecto, el IFE constató que 
en las elecciones presidenciales de ese año el PRI, que 
había gobernado por décadas, había erogado más del 
80% de los gastos realizados.

La construcción de mecanismos que inyectaran equidad 
en las condiciones de la competencia se convirtió, así, en 
un tema prioritario de las siguientes reformas electorales.
Tres fueron los mecanismos utilizados para producir un 
efecto equilibrador de la cancha del juego electoral.

En primer lugar, gracias a los cambios operados con la 
reforma de 1996, un financiamiento público generoso, 

1	 Investigador del Instituto de Investigaciones Jurídicas, profesor de la Facultad de Derecho de la UNAM y Resident Fellow del Georgetown Americas 
Institute de la Universidad de Georgetown.

prevalente sobre el financiamiento privado que, con base 
en una fórmula de distribución equitativa del mismo (un 
30% del monto total repartido de manera igualitaria entre 
los institutos políticos con registro y el 70% restante de 
forma proporcional a la votación obtenida en la última 
elección de diputados), les permitiera a todos los partidos 
contar con recursos suficientes para realizar sus campa-
ñas de proselitismo.

En segundo lugar, a partir de la reforma de 2007, a la par 
de la prohibición absoluta para contratar propaganda en 
radio y televisión, el uso de los tiempos del Estado para 
que, mediante una distribución de los mismos con idén-
tica fórmula utilizada para el financiamiento público, los 
partidos pudieran difundir sin costo sus promocionales en 
dichos medios electrónicos de comunicación.

Y, finalmente, el establecimiento de una serie de prohibi-
ciones constitucionales para impedir la difusión de propa-
ganda gubernamental durante los procesos electorales, 
así como del uso de recursos estatales o la intervención 
de los funcionarios públicos a favor o en contra de cual-
quier partido político o candidatura.

Se trató de mecanismos que, de la mano de una fiscali-
zación cada vez más exhaustiva de los ingresos y gastos 
partidistas y electorales a cargo del IFE, primero, y del 
INE, después, propició condiciones paulatinamente más 
equilibradas y justas en la competencia política.

Gracias a esas condiciones se reforzó la calidad democrá-
tica de las elecciones y, en la década pasada, se produjo 
el índice de alternancias electorales más alto en la histo-
ria política del país.

Sin embargo, a contracorriente de la historia y a pesar 
de que sus principales liderazgos habían sido los deman-
dantes y promotores de muchas de esas condiciones de 
equidad cuando estaban en la oposición, los gobiernos de 
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Morena encabezados por Andrés Manuel López Obrador 
y Claudia Sheinbaum han venido intentando una serie de 
fallidas reformas electorales que han pretendido revertir 
o debilitar muchas de esas condiciones de equidad en la 
competencia, de las que fueron beneficiarios para llegar 
y mantenerse en el poder desde 2018. En efecto, desde 
2022, el presidente López Obrador ha insistido en una 
cantidad de propuestas (los así llamados planes A, B y 
C) que, entre otros planteamientos claramente regresi-
vos en términos antidemocráticos, han buscado minar o 
debilitar las mencionadas condiciones de equidad que se 
habían introducido en el pasado.

Lo mismo ocurrió con la propuesta de reforma constitu-
cional que luego de diversos amagos y declaraciones de 
intención, finalmente presentó la presidenta Sheinbaum 
a la Cámara de Diputados el 4 de marzo de 2026. Si 
bien dicha propuesta no contó con los votos necesarios 
para ser aprobada tratándose de una enmienda consti-
tucional (el 11 de marzo en el pleno de la Cámara Baja 
obtuvo una votación de 259 votos a favor por 234 en 
contra, con lo que se quedó lejos de las dos terceras 
partes requeridas), es importante retomar los términos 
de la propuesta en materia de las condiciones de equidad 
en la competencia para documentar no sólo el carácter 
regresivo de la misma, sino también la vocación autoritaria 
de un régimen que utilizó las condiciones democráticas 
para llegar al poder y que, desde éste, se ha empeñado 
en desmontar las condiciones y las instituciones —sin 
duda mejorables e insuficientes— de nuestra incipiente 
democracia constitucional.

La fallida iniciativa presentada por la presidenta Shein-
baum proponía, entre otros temas, lo siguiente:

	1.	Reducir en 25% el financiamiento público destinado 
a los partidos políticos mediante la disminución del 
porcentaje del valor diario de la Unidad de Medida y 
Actualización (UMA) utilizado como multiplicador de 
la bolsa total a distribuir. En efecto, se planteó modi-
ficar la redacción del artículo 41 constitucional para 
establecer que el monto del financiamiento público 
anual de los partidos se fijara multiplicando el número 
total de ciudadanos inscritos en el padrón electoral no 
ya por el del 65% del monto diario de la UMA, como 
actualmente ocurre, sino por el 48.75% del mismo.

Lo anterior se hacía sin modificar a la vez la fórmula 
de distribución entre los partidos políticos del monto 
del financiamiento público actualmente vigente (30% 
de la bolsa de manera igualitaria y 70% de forma 
proporcional), con lo que si bien hay una reducción 
generalizada del dinero público que reciben los parti-
dos, los más perjudicados son los que perciben menos 
dinero porque la reforma no modificaba el resto de 
los montos con los cuales podría hacerse una com-
paración como, por ejemplo, los topes de gasto de 
campaña que se mantenían inalterados. Esto es, si 
bien todos los partidos veían disminuidos los recursos 
que reciben por la vía del financiamiento público, al 
no reducirse también sus necesidades de gasto o los 
límites de gasto establecidos legalmente, los partidos 
minoritarios (y, en consecuencia, los que reciben un 
menor monto de recursos públicos) veían más las-
timadas sus capacidades económicas para competir 
electoralmente que los partidos más grandes (y, por 
ello, con mayor financiamiento), inyectando así una 
distorsión que se traducía en condiciones más inequi-
tativas de la competencia.

Lo anterior resultaba aún más grave si se tomaba 
en cuenta que Morena, como partido gobernante, se 
beneficia directa o indirectamente del indebido (pero 
no impedido ni por el INE y ni por el TEPJF) uso políti-
co-partidista de una serie de recursos gubernamenta-
les (como son los programas sociales, la propaganda 
gubernamental, etcétera).

	2.	Reducir en 27% la bolsa de tiempos del Estado durante 
los procesos electorales, pasando de los 48 minutos 
diarios actualmente establecidos por el artículo 41 
constitucional a sólo 35 minutos en cada canal y esta-
ción de radio y televisión (una innecesaria y por nadie 
pedida disminución de los tiempos públicos destinados 
a la promoción de los partidos políticos y de las auto-
ridades electorales).

Tampoco en este caso los cambios propuestos conlle-
vaban una modificación en la fórmula de distribución 
de los tiempos del Estado entre los partidos políti-
cos (que sigue la misma lógica que el financiamiento 
público, es decir, 30% de total de tiempo aire divi-
dido de manera igualitaria entre los partidos y el 70% 
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proporcionalmente a su porcentaje de votación en la 
última elección de diputaciones).

Ello, inevitablemente, dejaba a los partidos minori-
tarios —y en particular a los de oposición— en una 
desventaja mayor porque, de entrada, pasaban a 
tener menos tiempo aire para contrarrestar la pode-
rosa maquinaria de propaganda que indebidamente el 
gobierno ha venido utilizando en favor de su partido y 
en contra de la oposición.

En efecto, así ha venido ocurriendo, en primer tér-
mino, con la conferencia de prensa matutina de la 
Presidencia de la República que, a pesar de la pro-
hibición expresa del artículo 134 constitucional de 
usar recursos públicos para incidir en las preferencias 
electorales de la ciudadanía, se ha convertido en un 
espacio sistemática y reiteradamente utilizado como 
un medio de proselitismo electoral, con la lamentable 
condescendencia de las autoridades electorales (INE 
y TEPJF) que no han tomado ninguna medida efectiva 
para impedirlo.

	3.	Permitir, mediante una adición al artículo 134 cons-
titucional, que los funcionarios públicos (“personas 
representantes de los Poderes de los tres órdenes de 
gobierno”, se señalaba) promuevan la participación 
ciudadana en los mecanismos de democracia directa, 
bajo el principio de imparcialidad y neutralidad, y 
siempre que no influyan en sus resultados.

Si bien no se trataba de una norma que incidiera en la 
equidad en la contienda, pues la redacción propuesta 
restringía la promoción de la participación ciudadana 

en los procesos de democracia directa y no en la cam-
paña electoral, sí se abría una puerta muy delicada 
que fue pertinentemente establecida desde la reforma 
de 2007 y que implicaba que los servidores públicos 
de los órganos del Estado distintos a los responsables 
de la función electoral, se abstuvieran de intervenir 
en los procesos comiciales.

En ese sentido, se trataba de una arriesgada pro-
puesta que no sólo iba en contra de la historia de la 
construcción de las condiciones de equidad en materia 
electoral, sino que también generaba incentivos para 
que desde los órganos públicos se hiciera promoción 
de tipo político. Es decir, se legitimaba la intervención 
de los funcionarios del Estado, si bien de manera res-
tringida y acotada a los mecanismos de democracia 
participativa, en una tarea que no era, ni debería ser, 
de su competencia.

Afortunadamente, la iniciativa de reforma constitu-
cional en materia electoral pretendida por el gobierno 
de la presidenta Sheinbaum fracasó, sumándose a los 
proyectos fallidos que se intentaron también durante 
el gobierno de López Obrador y, con ello, se conju-
raron nuevamente los riesgos de regresión autoritaria 
que, como los que antes hemos mencionado, conlle-
vaba. Sin embargo, el documentar esos intentos y 
explicar las implicaciones que suponían resulta nece-
sario, pues trasciende el mero trabajo académico y 
representa un ejercicio de memoria para enfrentar, 
en el futuro, las eventuales tentativas de erosionar y 
debilitar las conquistas democráticas que tan afano-
samente y durante tanto tiempo se fueron constru-
yendo en el país.




